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Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a cuatro (04) de diciembre 

de dos mil veinticuatro (2024) 

 

La Tercera Sala en Materia Fiscal y Administrativa del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, en 

los términos previstos por los artículos 80 fracción I, 83, 85, 87 

fracción V y 89 de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo de Coahuila; 11 y 13 fracción XV de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza, así como con sustento en aplicación por analogía, 

debido a similitudes normativas constitucionales en la Tesis 

Jurisprudencial I.4o.A. J/461  pronuncia y emite la siguiente: 

 
1 “TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
CUENTA CON LAS MÁS AMPLIAS FACULTADES CONSTITUCIONALES 
PARA EMITIR SUS FALLOS, NO OBSTANTE LO QUE SEÑALEN LAS 
LEYES SECUNDARIAS, YA SEA QUE ACTÚE COMO TRIBUNAL DE 
MERA ANULACIÓN O DE PLENA JURISDICCIÓN. De la interpretación 
literal y teleológica del artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución 
Federal se colige que los tribunales de lo contencioso administrativo están 
dotados de plena autonomía para dictar sus fallos y tienen a su cargo dirimir 
cualquier controversia que se suscite entre la administración pública federal 
y los particulares, sin restringir, delimitar o acotar tal facultad. Es así que el 
alcance y contenido irrestricto de las facultades se extiende a las reglas 
competenciales concretas de su ley orgánica en razón del principio de 
supremacía constitucional, ya sea que actúen como órganos jurisdiccionales 
de mera anulación o de plena jurisdicción. Efectivamente, la competencia de 
dichos tribunales, entre ellos el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, debe ser entendida en la forma más amplia y genérica para 

TERCERA SALA EN MATERIAS FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

  

EXPEDIENTE:  FA/006/2024 

ACTORA: ******** 

AUTORIDAD 

DEMANDADA: 

 

 

POLICÍA ADSCRITO A LA COMISARÍA 

DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN 

CIUDADANA DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA MUNICIPAL Y LA 

TESORERÍA MUNICIPAL AMBOS DEL 

REPUBLICANO AYUNTAMIENTO DE 

SALTILLO  COAHUILA DE ZARAGOZA 

MAGISTRADA: MARÍA YOLANDA CORTÉS FLORES 

SECRETARIO:  JOSÉ CARLOS MOLANO NORIEGA 

SENTENCIA 
No. 083/2024 



 

 

 

 

S E N T E N C I A   D E F I N I T I V A: 

 

Que SOBRESEE el juicio contencioso administrativo del 

expediente al rubro indicado promovido por ********, por 

conducto de su apoderado legal, ********  en contra de la  

Infracción de Tránsito  de folio 141841 de fecha veintisiete 

(27) de diciembre del dos mil veintitrés (2023) y el pago de la 

multa de tránsito con número de folio 6957991 de fecha 

veintinueve (29) de diciembre del año dos mil veintitrés 

(2023), por la cantidad de ******** PESOS CON NOVENTA 

CENTAVOS EN MONEDA NACIONAL ($********). Los actos 

impugnados fueron emitidos por el POLICÍA ADSCRITO a la 

COMISARÍA de SEGURIDAD y PROTECCIÓN CIUDADANA de 

la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL y la TESORERÍA 

MUNICIPAL ambos del REPUBLICANO AYUNTAMIENTO de 

SALTILLO  COAHUILA de ZARAGOZA, respectivamente; esto 

al haberse acreditado causa de improcedencia por la falta de 

oportunidad de la interposición del juicio contencioso 

administrativo; lo anterior por los motivos razones y fundamentos 

siguientes: 

 

GLOSARIO 

 

Actor o promovente: ********.  

Acto (s) o resolucion 

(es) impugnada (s), 

recurrida (s): 

 

Infracción de Tránsito  de folio 141841 de 

fecha veintisiete (27) de diciembre del dos mil 

veintitrés (2023) y el recibo de pago de la 

multa de tránsito con número de folio 

6957991 de fecha veintinueve (29) de 

 
no desproteger sino privilegiar la garantía de acceso a la justicia consagrada 
en el artículo 17 constitucional, de manera que se haga efectivo el derecho 
fundamental a la impartición de justicia de forma pronta, completa e 
imparcial, sin que sea óbice lo que las normas secundarias puedan señalar, 
pues son derrotadas por el mandato constitucional.” Época: Novena Época 
Registro: 174161. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo XXIV, septiembre de 2006. Materia(s): Administrativa. Tesis: I.4o.A. 
J/46. Página: 1383  
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diciembre del año dos mil veintitrés (2023), 

por la cantidad de ******** PESOS CON 

NOVENTA CENTAVOS EN MONEDA 

NACIONAL ($********). 

 

Autoridades 

Demandada: 

Policía Adscrito a la Comisaría de Seguridad 

y Protección Ciudadana de la Administración 

Pública Municipal y la Tesorería Municipal 

Ambos del Republicano Ayuntamiento de 

Saltillo  Coahuila De Zaragoza. 

  

Constitución Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

Ley Orgánica Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza. 

 

Ley del 

Procedimiento 

Contencioso o 

Ley de la materia 

 

 

Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Coahuila de 

Zaragoza. 

 

Alto Tribunal o 

SCJN: 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

 

 

Tercera Sala/Sala: Tercera Sala en Materias Fiscal y 

Administrativa del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza. 

 

Tribunal: 

 

 

Tribunal de Justicia Administrativa de 

Coahuila de Zaragoza 

 

I. ANTECEDENTES RELEVANTES: 

 

De la narración de hechos que las partes realizaron en sus 

escritos de demanda y contestación, así como de las constancias 

que obran en autos, se advierte lo siguiente: 

1. ACTO IMPUGNADO: INFRACCIÓN DE TRÁNSITO DE FOLIO 

141841. En fecha veintisiete (27) de diciembre del dos mil 

veintitrés (2023), en el bulevar Antonio Cárdenas, el POLICÍA 

ADSCRITO a la COMISARÍA de SEGURIDAD y PROTECCIÓN 

CIUDADANA de la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL del 



 

 

 

 

REPUBLICANO AYUNTAMIENTO de SALTILLO  COAHUILA de 

ZARAGOZA, con carácter de agente de tránsito, levanto infracción 

de tránsito en contra del conductor CARLOS GARCÍA RINCÓN por 

“no respetar las señales de tránsito y abandonar el lugar después 

de cometer el accidente vial”. 

 

2. RECIBO DE PAGO DE LA MULTA DE TRÁNSITO CON 

NÚMERO DE FOLIO 6957991. En fecha veintinueve (29) de 

diciembre del año dos mil veintitrés (2023), la TESORERÍA 

MUNICIPAL del REPUBLICANO AYUNTAMIENTO de SALTILLO 

COAHUILA de ZARAGOZA, expide el recibo de pago de multa de 

tránsito con sello de pagado de fecha veintinueve (29) de diciembre 

del año dos mil veintitrés (2023), de la caja 5-A, por el monto de 

******** PESOS CON NOVENTA CENTAVOS EN MONEDA 

NACIONAL ($********). 

 

3.   PRESENTACIÓN DE DEMANDA Y TURNO. Por escrito 

recibido a las once horas con trece minutos (11:13) del día 

veintinueve (29) de enero de dos mil veinticuatro (2024) en la 

oficialía de partes de este Tribunal, compareció ******** por 

conducto de su apoderado legal, ********  reclamando la nulidad 

de la resolución de la  Infracción de Tránsito  de folio 141841 de 

fecha veintisiete (27) de diciembre del dos mil veintitrés (2023), 

e implícitamente por consecuencia, el recibo de pago de la multa 

de tránsito con número de folio 6957991 de fecha veintinueve (29) 

de diciembre del año dos mil veintitrés (2023).  

 

Recibida la demanda, la Oficial de Partes del Tribunal determinó la 

integración del expediente identificado con la clave 

alfanumérica FA/006/2024, y su turno a la Tercera Sala en Materias 

Fiscal y Administrativa del Tribunal.  

 

4. AUTO DE ADMISIÓN. Mediante auto de fecha siete (07) de 

febrero del año dos mil veinticuatro (2024) se admite la 
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demanda girándose el oficio de emplazamiento a la autoridad 

demandada para que rindiera su contestación de conformidad con 

el artículo 52 de la Ley de la materia. 

 

5. SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO Y CIERRE DE INSTRUCCIÓN, 

SIN ALEGATOS.  Substanciado el juicio en todas sus partes, en 

auto de fecha veintiséis (26) de septiembre de dos mil 

veinticuatro (2024), se constató que ninguna de las partes en juicio 

presentó alegatos de su intención, en consecuencia, se declaró 

cerrada la etapa de instrucción y se citó para dictar sentencia, que 

es la que aquí se pronuncia. 

 

II. C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

PRIMERA. COMPETENCIA Y JURISDICCIÓN. Esta Tercera 

Sala en Materias Fiscal y Administrativa del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza, es constitucional y 

legalmente competente para conocer y resolver el presente juicio 

contencioso administrativo, de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 116, fracción V de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 168-A de la Constitución Política del 

Estado de Coahuila de Zaragoza; 3° fracciones II y IV, 11, 12 y 

13 fracción XV de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa, 83, 85, 87 fracción V y 89, de la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo, éstas últimas ambas 

para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

 

SEGUNDA. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA y 

SOBRESEIMIENTO. Siendo el sobreseimiento cuestión de 

orden público que debe resolverse previamente previo al análisis 

de fondo de este juicio de nulidad, lo opongan o no las partes, 

por ser de estudio preferente, pues se trata de impedimentos 

legales que no permiten resolver en el fondo el asunto sometido 

a su jurisdicción, por tanto, el juzgador debe primeramente 



 

 

 

 

analizarlas antes de entrar al estudio del juicio, pues de lo 

contario se causarían evidentes daños y perjuicios a las partes, 

lo anterior de conformidad con la Tesis Jurisprudencial de la 

Novena Época No. 1a./J.3/99, aplicada aquí por analogía, que 

señala: 

 
“IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS 
CAUSALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE 
AMPARO. De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del 
artículo 73 de la Ley de Amparo las causales de improcedencia 
deben ser examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier 
instancia en que el juicio se encuentre; de tal manera que, si 
en la revisión se advierte que existen otras causas de estudio 
preferente a la invocada por el Juez para sobreseer, habrán de 
analizarse, sin atender razonamiento alguno expresado por el 
recurrente. Esto es así porque si bien el artículo 73 prevé diversas 
causas de improcedencia y todas ellas conducen a decretar el 
sobreseimiento en el juicio, sin analizar el fondo del asunto, de 
entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia amerita que 
se estudien de forma preferente. Una de estas causas es la 
inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de 
garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese principio, 
la acción en sí misma es improcedente, pues se entiende que no 
es éste el momento de ejercitarla; y la actualización de este motivo 
conduce al sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de 
Distrito para sobreseer atendió a la causal propuesta por las 
responsables en el sentido de que se consintió la ley reclamada y, 
por su parte, consideró de oficio que respecto de los restantes 
actos había dejado de existir su objeto o materia; pero en revisión 
se advierte que existe otra de estudio preferente (inobservancia al 
principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento total en 
el juicio y que, por ello, resultarían inatendibles los agravios que se 
hubieren hecho valer, lo procedente es invocar tal motivo de 
sobreseimiento y con base en él confirmar la sentencia, aun 
cuando por diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de 
Distrito.” Época: Novena Época Registro: 194697. Instancia: 
Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, Enero de 1999. 

Materia(s): Común. Tesis: 1a./J. 3/99. Página: 13. 

 

Así mismo, las tesis aisladas número XXI.1o.60 K y 

IV.2o.A.201 A de la Octava y Novena Época, sustentadas por el 

Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito y por el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Cuarto Circuito, publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación, que disponen lo siguiente:  

 
“IMPROCEDENCIA. Sea que las partes la aleguen o no, debe 
examinarse previamente la procedencia del juicio de amparo, por 
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ser esa cuestión de orden público en el juicio de garantías.” Época: 
Octava Época. Registro: 213147. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación. Tomo XIII, Marzo de 1994 Materia(s): Común. Tesis: 
XXI.1o.60 K. Página: 379 

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. EL ANÁLISIS DE LAS CAUSAS RELATIVAS 
ES DE ORDEN PÚBLICO Y, POR LO TANTO, SI EN EL 
RECURSO DE REVISIÓN EL JUZGADOR ADVIERTE LA 
ACTUALIZACIÓN DE ALGUNA, CUYO ESTUDIO ES 
PREFERENTE A LAS EXAMINADAS POR EL A QUO O A LAS 
HECHAS VALER POR LAS PARTES, DEBE PRONUNCIARSE 
DE OFICIO AL RESPECTO SIN ESTUDIAR LOS AGRAVIOS 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Las causas de 
improcedencia del juicio contencioso administrativo tienen el 
carácter de presupuestos procesales que deben ser atendidos 
previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las 
acciones sólo puede llevarse a efecto si aquél se ha tramitado 
conforme a los lineamientos establecidos en la ley, pues de no ser 
así, el juzgador estaría impedido para resolver sobre la 
controversia propuesta, ya que al impartir justicia en términos del 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el deber de ajustarse a los mecanismos jurídicos 
establecidos por el legislador para el ejercicio de la función 
jurisdiccional. Por ello, la improcedencia del juicio contencioso 
es una cuestión de orden público que debe estudiarse aun de 
oficio, sin que se permita a los particulares o al Juez su 
variación, pues no está sujeto a la voluntad de éstos, en tanto 
las normas de derecho procesal son obligatorias para todos 
los sujetos del proceso. Además, la preservación de los juicios 
no tiene una jerarquía superior a la seguridad jurídica, porque no 
es dable legalmente mantener uno que es improcedente en 
detrimento de una justicia pronta, completa e imparcial. Luego, el 
juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las 
partes en el proceso, siempre debe asegurarse de que el juicio 
sea procedente, en cualquier momento de la contienda, y 
hasta el dictado de la sentencia definitiva, incluso en la 
segunda instancia. Dicho estudio oficioso se encuentra contenido 
implícitamente en el artículo 48 de la Ley de Justicia Administrativa 
del Estado, al prever el desechamiento de demandas notoriamente 
improcedentes, cuando las partes o terceros ni siquiera han podido 
proponer la improcedencia del juicio, por lo que con mayor razón 
el ad quem tiene esa posibilidad después de haberse sustanciado 
el procedimiento en primera instancia; lo cual también se advierte 
del artículo 57, fracción II, de la mencionada ley, que dispone que 
el sobreseimiento procede cuando aparezca o sobrevenga alguna 
causa de improcedencia de las establecidas en el artículo 56 del 
mismo ordenamiento. En esa tesitura, si se promueve el recurso 
de revisión previsto en el artículo 89 de la aludida ley contra la 
sentencia que decretó el sobreseimiento en el juicio, y el tribunal 
de alzada advierte un motivo de improcedencia que es de 
análisis preferente al examinado oficiosamente por el a quo o 
al hecho valer por alguna de las partes, no debe abordar el estudio 



 

 

 

 

del agravio propuesto para desestimar la causa de improcedencia, 
ya que de hacerlo implicaría una innecesaria dilación en la 
resolución del asunto, en detrimento de la garantía de prontitud en 
la administración de justicia, pues podría darse el caso de un 
acucioso análisis para desestimarla y abocarse entonces al estudio 
de la diversa causa advertida de oficio, siendo que será ésta la que, 
al final de cuentas, rija el sentido de la decisión”. Época: Novena 
Época. Registro: 172017. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Julio de 2007. Materia(s): 
Administrativa. Tesis: IV.2o.A.201 A. Página: 2515.  

 

En este sentido, de oficio, y con independencia de que se 

encuentre actualizada en la especie alguna otra causa de 

improcedencia, este órgano jurisdiccional advierte actualizada 

causal de improcedencia y sobreseimiento del consentimiento 

tácito del acto impugnado por la falta de oportunidad y 

extemporaneidad de la presentación de la demanda, de 

conformidad con los artículos 35 y 79 fracciones VI y X y 80 

fracción II todos de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo tenor 

literal , en lo conducente es el siguiente:  

 
“Artículo 35. El término para interponer la demanda, en contra de 
los actos o resoluciones a que se refiere la Ley Orgánica del 
Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, es de 
quince días hábiles contados a partir del siguiente al en que 
surta efectos la notificación del acto que se impugne o se hubiera 
tenido conocimiento u ostentado sabedor de los mismos o de 
su ejecución.” (Énfasis añadido). 

 
 

“Artículo 79. El juicio contencioso administrativo es improcedente: 
(…) VI. Contra actos o resoluciones que no afecten los intereses 
legítimos del demandante, que se hayan consumado de modo 
irreparable o que hayan sido consentidos expresa o 
tácitamente, entendiéndose por estos últimos aquéllos contra 
los que no se promovió el juicio contencioso administrativo 
en los plazos señalados por esta Ley. (…) X. En los demás 
casos en que la improcedencia esté establecida en algún otro 
precepto de esta Ley.” (Énfasis añadido). 

 
“Artículo 80. Procede el sobreseimiento del juicio contencioso 
administrativo: (…) II. Cuando durante el juicio apareciere o 
sobreviniere alguna de las causas de improcedencia señaladas en 
el artículo anterior; (…)”(Énfasis añadido). 

 

De los artículos transcritos se puede advertir que la demanda 

debe ser presentada ante el Tribunal de Justicia Administrativa 
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de Coahuila de Zaragoza dentro del plazo de quince (15) días 

hábiles contados a partir del siguiente al en que se hubiera 

tenido conocimiento u ostentado sabedor de los mismos o 

de su ejecución, misma que será recibida en la Oficialía de 

Partes de este Tribunal. 

 

En el caso de mérito, la demanda fue recibida en el recinto 

de este Órgano Jurisdiccional el veintinueve (29) de enero 

del año dos mil veinticuatro (2024), según consta del sello de 

recepción de la Oficialía de Partes del Tribunal (Véase a foja 002 

de los autos).  

 

Ahora bien, en su escrito de demanda, la parte actora 

manifiesta en cuanto a la fecha en que tuvo conocimiento de la 

infracción de tránsito, el día ocho (08) de enero del año dos mil 

veinticuatro (2024) (Véase a foja 010 último párrafo, de los 

autos); sin embargo no acredita con ningún medio de convicción 

tal afirmación y además está contraindicada con la fecha en que 

la misma parte actora ******** realizó el pago de la multa, hecho 

que sí está acreditado de manera fehaciente con sello oficial de 

pagado de fecha veintinueve (29) de diciembre del año dos 

mil veintitrés (2023) de la TESORERÍA MUNICIPAL del 

REPUBLICANO AYUNTAMIENTO de SALTILLO  COAHUILA de  



 

 

 

 

ZARAGOZA. (Véase, a foja 028 de los autos). Cuya imagen 

se inserta a continuación: 

 

 
Por lo tanto, siendo el recibo de folio 6957991 de la 

TESORERÍA MUNICIPAL del REPUBLICANO AYUNTAMIENTO 

de SALTILLO  COAHUILA de ZARAGOZA, antes mencionado 

una documental publica, esta adquiere eficacia demostrativa 

plena con fundamento en el artículo 78 de la Ley de la Materia; y 

en consecuencia, se tiene como cierta la fecha del pago 

realizado, el día veintinueve (29) de diciembre del año dos 

mil veintitrés (2023) como día en que el actor tuvo 

conocimiento del acto controvertido; esto por disposición 

expresa del artículo 35 de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza. Resultando 

aplicable, al caso concreto, por analogía, en lo conducente las 

Jurisprudencias, cuyos rubro y texto son del tenor literal 

siguiente: 

“INFRACCIÓN A LA LEY DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE DEL 
ESTADO DE JALISCO. EL PLAZO PARA PRESENTAR LA 
DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA, INICIA A PARTIR DEL 
DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE REALIZA EL PAGO 
CORRESPONDIENTE. Conforme al artículo 31 de la Ley de 
Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, la demanda de 
nulidad deberá presentarse dentro de los 30 días siguientes a 
aquel en que: a) haya surtido efectos la notificación del acto o 
resolución impugnado; o b) se haya tenido conocimiento de éste; 

[SE OMITE IMAGEN] 
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sin que ambos supuestos guarden un orden de prelación o sean 
excluyentes entre sí. Ahora bien, tratándose de infracciones de 
tránsito, se materializa el segundo supuesto cuando el 
afectado realiza su pago, porque con el recibo que obtiene por 
ese concepto, se da por enterado de la existencia de dicho 
acto, específicamente el número de folio de la multa, su 
monto, los datos de vehículo y la referencia de que se trata de 
una infracción a la Ley de Movilidad y Transporte del Estado, 
que le permiten impugnarla en sede contencioso 
administrativa, sin que obste que haya desconocimiento de 
los fundamentos y motivos concretos que sirvieron de base 
para su imposición, así como de la autoridad emisora, en razón 
de que la Ley de Justicia Administrativa del Estado contempla 
diversos mecanismos para impugnar el señalado acto admisorio, 
en atención a los artículos 36 y 38 de esta última legislación, de los 
cuales se colige, en primer lugar, que en el evento de que la boleta 
de infracción impugnada no se notifique, el actor quedará relevado 
de la carga procesal de atender uno de los requisitos formales de 
la presentación de la demanda, consistente en allegar el 
documento en el que conste el acto impugnado y, en segundo 
término, que cuando las pruebas documentales no obren en poder 
del demandante, o cuando éste no haya podido obtenerlas (pese a 
que se trate de documentos que se encuentren a su disposición), 
bastará con señalar el archivo o lugar en que se hallen para que, a 
su costa, se mande expedir copia de ellos o se requiera su remisión 
y, para tal efecto, debe precisar el documento. Por tanto, el plazo 
de 30 días para presentar la demanda de nulidad contra una 
infracción a la Ley de Movilidad y Transporte del Estado de 
Jalisco, en el caso aquí referido, inicia a partir del día siguiente 
al en que el afectado realizó el pago correspondiente.” PLENO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
Contradicción de tesis 9/2018. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Quinto, Sexto y Séptimo, todos en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito. 22 de octubre de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Magistrados Hugo Gómez Ávila, Lucila 
Castelán Rueda, Jorge Héctor Cortés Ortiz y Moisés Muñoz 
Padilla. Ausente: Jaime C. Ramos Carreón. Disidentes: Mario 
Alberto Domínguez Trejo y Enrique Rodríguez Olmedo. Ponente: 
Enrique Rodríguez Olmedo. Encargada del engrose: Lucila 
Castelán Rueda. Secretario: Carlos Abraham Domínguez Montero. 
Criterios contendientes: El sustentado por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo directo 393/2017, el sustentado por el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 
los amparos directos 397/2017, 470/2017 y 443/2017, y el diverso 
sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
372/2017. Esta tesis se publicó el viernes 25 de enero de 2019 a 
las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de 
enero de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del 
Acuerdo General Plenario 19/2013.  Registro digital: 2019095, 
Instancia: Plenos de Circuito, Décima Época, 
Materia(s): Administrativa, Tesis: PC.III.A. J/65 A (10a.), 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 62, 
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Enero de 2019, Tomo II, página 1126, Tipo: Jurisprudencia. 
(Énfasis añadido). 

 
“DEMANDA DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO. EL PLAZO PARA 
INTERPONERLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA 
SIGUIENTE AL EN QUE EL ACTOR PAGÓ 
LA MULTA IMPUGNADA, AUNQUE NO SE LE HAYA 
NOTIFICADO O DESCONOZCA EL DOCUMENTO EN EL QUE 
CONSTA. El artículo 31 de la Ley de Justicia Administrativa del 
Estado de Jalisco dispone que el plazo para la presentación de la 
demanda ante la Sala competente del Tribunal de Justicia 
Administrativa local es de treinta días, el cual se computará desde 
el día siguiente al en que haya surtido efectos la notificación del acto 
o resolución impugnada, o al en que se haya tenido conocimiento 
de éstos. Por su parte, el numeral 36, fracción IV, de la propia 
legislación establece que el actor debe adjuntar a su demanda la 
constancia de notificación del acto que impugne, excepto cuando 
declare, bajo protesta de decir verdad, que no la recibió. En tanto 
que el artículo 38 de ese ordenamiento le da el derecho de ampliar 
la demanda dentro de los diez días siguientes a la fecha en que 
surta efectos la notificación del acuerdo recaído a su contestación, 
cuando sostenga que el juicio es improcedente por consentimiento 
tácito o considere que la notificación del acto impugnado se practicó 
ilegalmente. Acorde con lo anterior, si el demandante impugna 
una multa que no le ha sido notificada por la autoridad que la emitió 
o desconozca el documento en el que consta y manifiesta que se 
enteró de su existencia el día que la pagó, el plazo para promover 
el juicio debe computarse a partir del día siguiente al en que 
realizó esa liquidación, porque ésta es la constancia de que 
conoció de la existencia del acto controvertido, lo que hace 
posible su impugnación; además, en el curso del procedimiento 
contencioso administrativo el demandante puede actuar en defensa 
de sus intereses, ya sea que solicite las constancias que se estimen 
pertinentes o amplíe su demanda, y si llegara a demostrarse que el 
acto impugnado no cumplió con los elementos o requisitos 
necesarios, obtendrá su anulación. SÉPTIMO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO. Amparo directo 388/2017. José Eduardo Ibarra Espino. 
11 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel 
Rochín Guevara. Secretario: Juan Carlos Sánchez Cabral. Amparo 
directo 338/2017. Rubén Arteaga Rosales. 8 de febrero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. 
Secretario: Roberto Valenzuela Cardona. Amparo directo 371/2017. 
Juan Pablo I Carrillo Leos. 22 de febrero de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara. Secretaria: Cintlali 
Verónica Burgos Flores. Amparo directo 372/2017. José Cruz 
González Castro. 1 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretaria: Michelle 
Stephanie Serrano González. Amparo directo 466/2017. 1 de marzo 
de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Rochín 
Guevara. Secretario: Juan Carlos Sánchez Cabral. Nota: La 
presente tesis aborda el mismo tema que la sentencia dictada por 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 393/2017, que fue objeto de 
la denuncia relativa a la contradicción de tesis 9/2018, resuelta el 
22 de octubre de 2018 por el Pleno en Materia Administrativa del 
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Tercer Circuito de la que derivó la tesis de jurisprudencia PC.III.A. 
J/65 A (10a.), de título y subtítulo: "INFRACCIÓN A LA LEY DE 
MOVILIDAD Y TRANSPORTE DEL ESTADO DE JALISCO. EL 
PLAZO PARA PRESENTAR LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU 
CONTRA, INICIA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE 
REALIZA EL PAGO CORRESPONDIENTE." Esta tesis se publicó 
el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de noviembre de 2018, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 19/2013. Registro digital: 2018301, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, 
Materia(s): Administrativa, Tesis: III.7o.A. J/1 (10a.), 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 60, 
Noviembre de 2018, Tomo III, página 1951, Tipo: Jurisprudencia. 
(Énfasis añadido). 

 
En tal virtud, si el término para interponer la demanda, en 

contra de los actos o resoluciones a que se refiere la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza, es de quince días hábiles contados a partir del 

siguiente al se hubiera tenido conocimiento del acto 

controvertido que en el caso fue la infracción de tránsito, y 

se materializa el segundo supuesto normativo del artículo 35 

de la Ley de la Materia, cuando el actor realizo su pago, 

porque con el recibo que obtiene por ese concepto, se da 

por enterado de la existencia de dicho acto, específicamente 

el su monto, los datos de la placa del vehículo y la referencia 

de que se trata de una infracción de tránsito, que le permiten 

impugnarla en sede contencioso administrativa;  lo que fue 

en fecha veintinueve (29) de diciembre del año dos mil 

veintitrés (2023), surtiendo efectos al día hábil siguiente, 

entonces el plazo para presentar la demanda comenzó a 

computarse a partir del ocho (08) de enero del año dos mil 

veinticuatro (2024), concluyendo el término de quince (15) días 

establecido en el artículo 352 de la Ley de la materia el veintiséis 

 
2 “Artículo 35. El término para interponer la demanda, en contra de los actos 
o resoluciones a que se refiere la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 
Administrativa de Coahuila de Zaragoza, es de quince días hábiles contados 
a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acto que se 
impugne o se hubiera tenido conocimiento u ostentado sabedor de los 
mismos o de su ejecución. (…)”  

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2019095
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2019095
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2019095
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2019095
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2019095


 

 

 

 

(26) de enero del mismo año, descontando sábados y 

domingos, el día primero de enero y los días dos al cinco de 

enero del mismo año, por ser inhábiles de conformidad con el 

Acuerdo Plenario PSS/III/001/2023 publicado en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila en fecha treinta y 

uno (31) de enero de dos mil veintitrés (2023) y lo dispuesto por 

el artículo 31 de la Ley de la Materia3; y habiéndose recibido en 

la Oficialía de Partes de este Tribunal el veintinueve (29) de 

enero del año dos mil veinticuatro (2024), en consecuencia 

resulta extemporánea su presentación de conformidad con la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa y  la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo, ambas de Coahuila 

de Zaragoza. Resulta ilustrativa la siguiente tabla: 

 

Año 2023 
LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO 

Y 
DOMINGO 

  27 - Diciembre 
 

Infracción de 
tránsito 

controvertida 
 

 29 - 
Diciembre 

 
El actor paga 
la multa de 

tránsito. 
 

30 y 31 
Diciembre 
Inhábiles 

Año 2024 
LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO 

Y 
DOMINGO 

1 al 7 – Enero 
 Inhábiles  

8 - Enero 
 

Inicia el 
termino 

9 – Enero 
 
2°. Día 

10 - Enero 
 
3°. Día 

11 - Enero 
 
4°. Día 

12 - Enero 
 
5°. Día 

13 y 14  
Enero 

Inhábiles 

 

 
 
3 “Artículo 31. Son días hábiles para la promoción, substanciación y 
resolución de los juicios contenciosos administrativos regulados por esta Ley, 
todos los del año, con excepción de los sábados y domingos, primero de 
enero, el primer lunes de febrero en conmemoración del cinco de febrero, el 
tercer lunes de marzo en conmemoración del veintiuno de marzo, primero y 
cinco de mayo, dieciséis de septiembre, el tercer lunes de noviembre en 
conmemoración del veinte de noviembre y el veinticinco de diciembre; así 
como aquéllos en los que se suspendan las labores por acuerdo del 
Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, o por 
determinación de otras disposiciones legales. Durante los periodos 
vacacionales o de suspensión de labores, podrán habilitarse estos días.” 
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En consecuencia, se tiene por consentida tácitamente la 

infracción de tránsito combatida, actualizando en la especie las 

causas de improcedencia y sobreseimiento, según lo dispuesto 

por los artículos 35 y 79 fracciones VI y X, y 80 fracción II todos 

de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo del 

Estado de Coahuila de Zaragoza. 

 

Resultando aplicable por analogía las tesis jurisprudenciales 

número VI.3o.C. J/60 y VI.2o. J/21, de la Novena Época, 

sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Sexto Circuito y por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 

Circuito, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación, 

que a la letra citan: 

 
“ACTOS CONSENTIDOS. SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN 
MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como 
consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por 
la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace 
una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no 
producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o 
modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa 
consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.” Época: 
Novena Época. Registro: 176608. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Diciembre de 
2005. Materia(s): Común. Tesis: VI.3o.C. J/60. Página: 2365  

 
“ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE. Se presumen así, para 
los efectos del amparo, los actos del orden civil y administrativo, 
que no hubieren sido reclamados en esa vía dentro de los plazos 
que la ley señala.” Época: Novena Época. Registro: 204707. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

15 - Enero 
6°. Día. 

16 - Enero 
7°. Día. 

17 - Enero 
8°. Día. 

18 - Enero 
9°. Día. 

19 - Enero 
10°. Día. 

20 y 21 
Enero 

Inhábiles 

22 - Enero 
11°. Día. 

23 - Enero 
. 12°. Día. 

24 - Enero 
13°. Día. 

25 - Enero 
14°. Día. 

26 - Enero 
15°. Día.  

Fin del 
término 

27 y 28 
Enero 

Inhábiles 

29 - Enero 
Se presenta 
demanda 

     



 

 

 

 

Gaceta. Tomo II, Agosto de 1995. Materia(s): Común. Tesis: VI.2o. 
J/21. Página: 291 

 

Así también de manera ilustrativa se citan por analogía las 

tesis con número de registro digital 216152 y 227893 de la 

Octava Época, publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación, que a la letra citan: 

 

“ACTOS CONSENTIDOS, AMPARO IMPROCEDENTE CONTRA 
LOS. Promovida la demanda de garantías fuera del término 
establecido en el artículo 21 de la Ley de Amparo, implica 
consentimiento del acto reclamado, por lo cual aquélla resulta 
improcedente, conforme a la fracción XII del artículo 73, en relación 
con el 145 de la ley en cita.” Época: Octava Época Registro: 
216152 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: 
Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo XI, 
Junio de 1993 Materia(s): Común Tesis: Página: 235  

 
  

“ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE, SOBRESEIMIENTO 
DEL AMPARO QUE SE INTERPONGA CONTRA ELLOS. Si 
durante el trámite del juicio de garantías, se demuestra que el 
quejoso fue legalmente notificado de un acuerdo dictado dentro del 
procedimiento civil en el que fue parte demandada, debe 
considerársele sabedor de la existencia de la demanda instaurada 
en su contra, aun cuando el emplazamiento inicial hubiere 
resultado defectuoso, siendo a partir de la fecha en la que le fue 
notificada aquella providencia de trámite, que deben computarse 
los términos previstos por los artículos 21, 22 y 218 de la Ley de 
Amparo para la interposición de su demanda de garantías en 
contra de su ilegal emplazamiento, sin que tenga la facultad de 
esperar hasta que sus bienes o derechos se vean afectados por la 
sentencia que cause ejecutoria.” Época: Octava Época Registro: 
227893 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: 
Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo III, 
Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1989 Materia(s): Civil, Común 
Tesis: Página: 58  

 

Para robustecer lo anterior se cita la tesis jurisprudencial 

número XI.1o.A.T. J/1 de la Décima Época sustentada por el 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y de Trabajo 

del Décimo Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación, que a la letra cita: 

 
“ACCESO A LA JUSTICIA. ES UN DERECHO LIMITADO, POR 
LO QUE PARA SU EJERCICIO ES NECESARIO CUMPLIR CON 
LOS PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE 
ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA, ASÍ COMO DE 
OPORTUNIDAD PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA 
DE AMPARO. Todos los Jueces mexicanos deben partir de los 
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principios de constitucionalidad y convencionalidad y, por 
consiguiente, en un primer momento, realizar la interpretación 
conforme a la Constitución y a los parámetros convencionales, de 
acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, incluso de oficio. En función de ello, y 
conforme al principio pro personae (previsto en el artículo 29 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos conocida como 
Pacto de San José de Costa Rica), que implica, inter alia, efectuar 
la interpretación más favorable para el efectivo goce y ejercicio de 
los derechos y libertades fundamentales, conforme a los artículos 
17 constitucional; 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la citada 
convención, el derecho humano de acceso a la justicia no se 
encuentra mermado por la circunstancia de que las leyes ordinarias 
establezcan plazos para ejercerlo, porque tales disposiciones 
refieren que toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable por un Juez o tribunal 
competente; sin embargo, ese derecho es limitado, pues para que 
pueda ser ejercido es necesario cumplir con los presupuestos 
formales y materiales de admisibilidad y procedencia para ese tipo 
de acciones, lo cual, además, brinda certeza jurídica. De igual 
forma, no debe entenderse en el sentido de que puede ejercerse 
en cualquier tiempo, porque ello se traduciría en que los tribunales 
estarían imposibilitados para concluir determinado asunto por estar 
a la espera de saber si el interesado estará conforme o no con la 
determinación que pretendiera impugnarse, con la consecuencia 
de que la parte contraria a sus intereses pudiera ver menoscabado 
el derecho que obtuvo con el dictado de la resolución que fuera 
favorable, por ello la ley fija plazos para ejercer este derecho a fin 
de dotar de firmeza jurídica a sus determinaciones y lograr que 
éstas puedan ser acatadas. De ahí que si el gobernado no cumple 
con uno de los requisitos formales de admisibilidad establecidos en 
la propia Ley de Amparo, y la demanda no se presenta dentro del 
plazo establecido, o los quejosos no impugnan oportunamente las 
determinaciones tomadas por la autoridad responsable, ello no se 
traduce en una violación a su derecho de acceso a la justicia, pues 
éste debe cumplir con el requisito de procedencia atinente a la 
temporalidad, por lo que resulta necesario que se haga dentro de 
los términos previstos para ello, ya que de no ser así, los actos de 
autoridad que se impugnen y respecto de los cuales no existió 
reclamo oportuno, se entienden consentidos con todos sus efectos 
jurídicos en aras de dotar de firmeza a dichas actuaciones y a fin 
de que los propios órganos de gobierno puedan desarrollarse 
plenamente en el ámbito de sus respectivas competencias, sin 
estar sujetos interminablemente a la promoción de juicios de 
amparo.” Registro digital: 2004823 Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Constitucional, 
Común Tesis: XI.1o.A.T. J/1 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 
1, página 699 Tipo: Jurisprudencia 

 

Resultando aplicable de manera ilustrativa la tesis aislada 

número III.4o.(III Región) 14 K de la Décima Época, sustentada 

por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 



 

 

 

 

de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación, que a la 

letra señala: 

 
“DERECHOS HUMANOS. LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN 
ESA MATERIA NO PERMITE CONSIDERAR QUE LAS 
CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
SEAN INAPLICABLES Y, POR ELLO, SE LESIONE EL 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. Mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación fue reformado, 
además de otros, el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos con el fin de precisar, entre otras 
cuestiones, que en este País todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 
de las garantías para su protección; que las normas relativas a los 
derechos humanos se interpretarán de conformidad con dicha 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más 
amplia, y que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos. Ahora bien, los artículos 17 
constitucional y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, que reconocen el derecho de las personas a 
que se les administre justicia, el acceso a ésta y a contar con un 
recurso sencillo y rápido, o efectivo, de ninguna manera pueden 
ser interpretados en el sentido de que las causales de 
improcedencia del juicio de amparo sean inaplicables, ni que el 
sobreseimiento en él, por sí, viola esos derechos. Por el contrario, 
como el derecho de acceso a la justicia está condicionado o 
limitado a los plazos y términos que fijen las leyes, es claro que en 
ellas también pueden establecerse las condiciones necesarias o 
presupuestos procesales para que los tribunales estén en 
posibilidad de entrar al fondo del asunto planteado, y decidir sobre 
la cuestión debatida. Por tanto, las causales de improcedencia 
establecidas en la Ley de Amparo tienen una existencia justificada, 
en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio, a la 
oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los principios que 
lo regulan, reconocen la imposibilidad de examinar el fondo del 
asunto, lo que no lesiona el derecho a la administración de justicia, 
ni el de contar con un recurso sencillo y rápido, o cualquier otro 
medio de defensa efectivo.” Registro digital: 2004217 Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): 
Constitucional, Común Tesis: III.4o.(III Región) 14 K (10a.) Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXIII, 
agosto de 2013, Tomo 3, página 1641 Tipo: Aislada. 

 

De la misma manera, se aplican por analogía los criterios 

cuyos rubro y texto son del tenor literal siguiente: 

 
“SOBRESEIMIENTO. BASTA EL ESTUDIO DE UNA SOLA 
CAUSAL DE IMPROCEDENCIA. Al quedar demostrado que el 
juicio de garantías es improcedente y que debe sobreseerse con 
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apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, el que opere, 
o no, alguna otra causal de improcedencia, es irrelevante, porque 
no cambiaría el sentido de la resolución.” Época: Novena Época 
Registro: 195744 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta Tomo VIII, Agosto de 1998 Materia(s): Común Tesis: 2a./J. 
54/98 Página: 414  

 
“SOBRESEIMIENTO. PRUEBAS RELACIONADAS CON EL 
FONDO DEL NEGOCIO. NO PROCEDE SU ESTUDIO. El juez 
federal no tiene por qué tomar en consideración las pruebas 
ofrecidas por la quejosa en el juicio de garantías, relacionadas con 
los conceptos de violación, si decide sobreseer, pues no existe 
razón jurídica para examinar y valorar las relativas al fondo del 
asunto.” Época: Novena Época Registro: 204734 Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo II, 
Agosto de 1995 Materia(s): Común Tesis: VI.2o. J/22 Página: 409  

 
“DESECHAMIENTO O SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE 
AMPARO. NO IMPLICA DENEGACIÓN DE JUSTICIA NI 
GENERA INSEGURIDAD JURÍDICA. Cuando se desecha una 
demanda de amparo o se sobresee en el juicio, ello no implica 
denegar justicia ni genera inseguridad jurídica, ya que la obligación 
de los tribunales no es tramitar y resolver en el fondo todos los 
asuntos sometidos a su consideración en forma favorable a los 
intereses del solicitante, sino que se circunscribe a la posibilidad 
que tiene cualquier individuo de acudir ante los órganos 
jurisdiccionales, con su promoción (demanda), a la cual debe darse 
el trámite acorde a las formalidades rectoras del procedimiento 
respectivo, dentro de las cuales el legislador previó las causales de 
improcedencia y sobreseimiento. Así, cuando el juzgador o tribunal 
de amparo se funda en una de ellas para desechar o sobreseer en 
un juicio, imparte justicia, puesto que el acceso a ella no se ve 
menoscabado, sino que es efectivo, ni se deja en estado de 
indefensión al promovente, no obstante sea desfavorable, al no 
poder negar que se da respuesta a la petición de amparo, con 
independencia de que no comparta el sentido de la resolución, 
dado que de esa forma quien imparte justicia se pronuncia sobre la 
acción, diciendo así el derecho y permitiendo que impere el orden 
jurídico.” Registro digital: 174737 Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito Novena Época Materias(s): Común Tesis: VII.2o.C. J/23 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 

XXIV, Julio de 2006, página 921 Tipo: Jurisprudencia. 

 

Por lo tanto, al haber resultado extemporánea la presentación 

de la demanda, se advierte la causal de improcedencia y 

sobreseimiento prevista en el artículo 79 fracciones VI y X en 

relación con el artículo 35 y el artículo 80 fracción II de la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo del Estado de 

Coahuila de Zaragoza; en consecuencia, se SOBRESEE el 



 

 

 

 

presente juicio contencioso administrativo, por los razonamientos 

ya expresados. 

 

Por lo expuesto y fundado, y con apoyo además en los 

artículos 36 tercer párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa; 87 fracción V y 89 ambos de la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo, ambas del Estado de 

Coahuila de Zaragoza, es de resolverse y se resuelve: 

 

P U N T O S   R E S O L U T I V O S 

 

PRIMERO: Se SOBRESEE el juicio contencioso administrativo 

del expediente al rubro indicado; por los motivos, razonamientos 

y fundamentos expuestos en las consideraciones de esta 

sentencia. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

 

SEGUNDO. Se hace del conocimiento de las partes que de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 96, 97 y 98 de la 

Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 

de Coahuila de Zaragoza, la presente sentencia podrá ser 

impugnada a través del recurso de apelación, que se resolverá 

en la forma y términos a que se refieren los artículos 5º fracción 

XIII, 8, 10 aparatado B fracción VII  de la Ley Orgánica del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y el 

criterio contenido en la jurisprudencia  de la Sala Superior del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza 

citada al pie4, conforme a los cuales, la Magistrada Numeraria de 

 
4 P./J/I/2019 (1ra.) “IMPEDIMENTO. FRACCIÓN XIII DEL ARTÍCULO 5 DE 

LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA Y 
FUNCIONAL DEL. De conformidad con la integración del Tribunal de 
Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, prevista en el artículo 6 
de la Ley Orgánica del Tribunal, que dispone “la Sala Superior se integrará 
al menos por cinco magistrados, y funcionará en Pleno y en Salas”; y el 
artículo 11 del mismo ordenamiento establece “La Sala Superior contará, 
por lo menos, con tres Salas en materia Fiscal y Administrativa, integradas 
por un magistrado”, es decir, el Tribunal de Justicia Administrativa se 
compone de la Sala Superior únicamente, cuyo funcionamiento se realiza 
en Pleno o en Salas Unitarias, sin que ello constituya un órgano 
jurisdiccional diferente a la referida Sala Superior, es decir, el Tribunal de 
Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, como único en su orden 
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la Sala Superior y de la  Tercera Sala Unitaria en Materia Fiscal 

y Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa de 

Coahuila de Zaragoza integrará Pleno de Sala Superior para la 

resolución del recurso de apelación que en su caso se interponga 

contra la presente sentencia.  

 

En su oportunidad, devuélvanse a las partes los documentos 

atinentes, previa copia certificada que se deje en autos y 

archívense el expediente como asunto concluido. 

 

NOTIFÍQUESE CONFORME A DERECHO. Así lo resolvió la 

TERCERA SALA EN MATERIAS FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, 

firmó la MAGISTRADA MARÍA YOLANDA CORTÉS FLORES 

 
y en tanto que es un órgano constitucional de naturaleza jurisdiccional no 
integrado en el Poder Judicial, este Tribunal no ejerce sus funciones en 
instancias; sino que la jurisdicción la ejerce en instancia única. En 
efecto, el recurso de apelación no constituye otra instancia, porque no 
se encuentra instituido como tal en el Título Cuarto Capítulo II de la 
Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 
Zaragoza ni tampoco en Capitulo XII Sección II de la Ley del 
Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 
Coahuila de Zaragoza;  lo que resulta lógico pues en la apelación no se 
aportan nuevos elementos fácticos o jurídicos que determinen que la Sala 
Superior actuando en  Pleno deba enjuiciar mediante una nueva valoración 
del fondo del asunto con base en el pronunciamiento impugnado, por lo 
cual únicamente se revisa la valoración de fondo o de procedencia 
realizada en Sala Unitaria con los mismas pruebas y hechos aportados al 
juicio, de tal manera que el examen sólo se limita a los razonamientos 
jurídicos que realice la parte apelante en sus agravios, es decir, solo es un 
debate de lo resuelto en la sala de origen por lo que no constituye una 
instancia nueva u otra distinta. Por otro lado, el término “en otra instancia”  
previsto en la fracción XIII del artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal de 
Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, se refiere al supuesto 
normativo de cuando un Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa 
de Coahuila de Zaragoza  en razón de un cargo anterior que ocupó de juez 
o magistrado en un órgano jurisdiccional distinto a este, que tienen o en 
otros casos tenían competencia en materia administrativa;  además de lo 
anterior, se establece que los Magistrados se pueden excusar del 
conocimiento de los juicios, pero no se establece que se pueda excusar 
de conocer y resolver del recurso de apelación, lo que se desprende de 
la redacción e interpretación sistemática y funcional  de los artículos 42,  43 
y 98 de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 
de Coahuila de Zaragoza, en relación con los artículos 5 fracción XIII, 8, 10 
apartado B fracción VIII, 11, 42, 43 y 44 de la Ley Orgánica del Tribunal de 
Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.” 

 



 

 

 

 

ante la Secretaria DANIA GUADALUPE LARA ARREDONDO, 

quien da fe.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 
 
 
 

MARÍA YOLANDA CORTÉS FLORES 
Magistrada 

 
 
 
 
 
 

DANIA GUADALUPE LARA ARREDONDO 
Secretaria 

 
 
 
 
 
 
ESTA FOJA PERTENECE A LA SENTENCIA DEFINITIVA NÚMERO 
083/2024 DEL EXPEDIENTE FA/006/2024 RADICADO ANTE ESTA 
TERCERA SALA EN MATERIAS FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE COAHUILA DE 
ZARAGOZA. ---------------------------------------------------------------------------------- 
 

Dania Guadalupe Lara Arredondo, Secretario de Acuerdo y Trámite de la Tercera Sala 

en Materia Fiscal y Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza, hago constar y certifico: que en términos de lo previsto en los artículos 34 

fracción VIII, 58 y 68 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Coahuila de Zaragoza, en esta versión publica se suprime la información considerada 

como reservada o confidencial que encuadra en el ordenamiento mencionado y en 

las disposiciones aplicables. Conste.  

 


